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Este trabajo aborda el tema de la institucionalidad global 
para la gestión del agua en El Salvador, destacándose los in-
tentos truncos por arribar a mecanismos de coordinación in-
terinstitucional, así como la ausencia de una estructura insti-
tucional que incorpore criterios de sostenibilidad, equidad y 
eficiencia en el uso de los recursos hídricos del país.  
 
A partir de la urgencia de avanzar hacia la institucionaliza-
ción de esquemas de gestión integrada del agua que posibi-
liten la sostenibilidad de los servicios hidrológicos y el ma-
nejo de las cuencas hidrográficas (sobre todo, en las zonas 
más degradadas), enfrentar el desafío de la contaminación, y 
superar el déficit de abastecimiento de agua potable en zo-
nas rurales, se describe críticamente el enfoque de la con-
troversial propuesta gubernamental de reforma del sector 
hídrico y subsector agua potable y saneamiento, a la luz de 
los aportes y recomendaciones de expertos internacionales 
patrocinados por el Programa de Promoción y Aportes a la 
Reforma del Sector Hídrico, programa que es conducido por 
la Red de Agua y Saneamiento de El Salvador y la Red de 
Desarrollo Local. 

                                                 
∗ Este artículo forma parte de una serie de publicaciones (PRISMA Nos. 42 al 45) 
en las que se abordan diversos temas relacionados con la gestión del agua en El 
Salvador. Un informe integrado también está disponible bajo el título La Gestión 
del Agua en El Salvador: Desafíos y respuestas institucionales.  Estas publicacio-
nes se basan en un trabajo preparado para el Informe Sobre Desarrollo Humano 
Sostenible El Salvador 2001, auspiciado por el Programa de las Naciones Unidas 
para el Des arrollo. 

La creciente La creciente inseguridad inseguridad 
hídrica en El Salvadorhídrica en El Salvador  
  
La disminución en la dispo-
nibilidad y la escasez del 
agua es un problema cada 
vez más sentido por la pobla-
ción salvadoreña. Las inun-
daciones son más frecuentes 
en la estación lluviosa en las 
partes bajas de las cuencas 
hidrográficas están ocasio-
nando impactos socioeconó-
micos y ambientales que limi-
tan fuertemente las opciones 
y condiciones en que se des-
arrollan diversas estrategias 
locales de desarrollo. 
 
Por su parte, la severa con-
taminación de los cuerpos de 
agua, que además de reducir 
el potencial para otros usos, 
como la pesca, ha comprome-
tido sustancialmente el bien-
estar de la población, sobre 
todo de la niñez, que es direc-
tamente afectada por enfer-
medades de origen hídrico.  
 
En este contexto, El Salvador 
debe enfrentar los retos de 
ampliación y sostenibilidad 
del acceso al agua potable y 
saneamiento rural, que cons-
tituyen servicios públicos in-
herentes para avanzar en la 
superación de la pobreza. 
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A lo anterior, se suman los desafíos institu-
cionales, en donde los marcos normativos y 
reglamentarios están dispersos, con serios 
traslapes de jurisdicción y de responsabilida-
des de aplicación de las instituciones públi-
cas, las cuales carecen de mecanismos de 
coordinación y de una política de recursos 
hídricos, todo lo cual magnifica la creciente 
inseguridad hídrica en el país. 
 
Pérdida de capacidad del territorio  
para regular y almacenar agua lluvia 
 
A pesar que El Salvador cuenta con un abun-
dante régimen de lluvias, la concentración de 
la época lluviosa en unos pocos meses del 
año, vuelve crítica la capacidad de captar, re-
gular y almacenar la abundante agua que se 
precipita en el territorio.1 
 
Esa escasez se explica por la pérdida sistemá-
tica de la capacidad del territorio para regular 
y almacenar el agua lluvia. Paradójicamente, 
la pérdida de capacidad para regular las 
aguas ocasiona una gran variabilidad en los 
caudales de los ríos: mientras en la época llu-
viosa se eleva considerablemente el caudal de 
los ríos, provocándose desbordamientos e 
inundaciones, en la época seca, el caudal en 
muchos casos se reduce prácticamente a cero, 
impactando directamente en la disponibili-
dad del recurso para los distintos usos. Esto 
incluso ha derivado en varios conflictos entre 
comunidades por el derecho de uso y acceso 
al agua. 
La variabilidad en la disponibilidad de agua 
entre las estaciones seca y lluviosa evidencian 
                                                 
1 Estudios realizados a finales de los setenta y principios de 
los ochenta, encontraron que en el territorio salvadoreño se 
precipitaban casi 57 mil millones de metros cúbicos de lluvia. 
Debido a la evaporación y la transpiración, el volumen po-
tencialmente disponible era de aproximadamente 21 mil mi-
llones de metros cúbicos, 37% de la precipitación total. Sin 
embargo, esa disponibilidad se concentraba en la estación 
lluviosa, de modo que la disponibilidad en la estación seca 
se reducía a unos 3 mil millones de metros cúbicos al año 
(PNUD, 1982). 

la importancia de mantener y mejorar la ca-
pacidad del territorio para regular y almace-
nar agua lluvia. Estas capacidades dependen 
básicamente de tres factores: la geología del 
territorio, la cobertura vegetal del suelo y la 
topografía. Por sus características hidrogeo-
lógicas, la mayor parte del territorio nacional 
tiene bajos niveles de permeabilidad, y por lo 
tanto, reducida capacidad de infiltración. Las 
zonas de mediana y alta permeabilidad se 
concentran en la cadena volcánica que atra-
viesa longitudinalmente El Salvador y en par-
te de la cadena costera del país. 
 
Los factores que explican la escasez de agua 
en El Salvador tienen una relación directa con 
las condiciones socioeconómicas. La manera 
como se utiliza el territorio; los patrones de 
asentamiento humano y los estilos de urbani-
zación; la forma en que se desarrolla la pro-
ducción agrícola, industrial y agroindustrial; 
y las alternativas de sobrevivencia en las zo-
nas rurales del país, están entre los principa-
les factores que disminuyen la disponibilidad 
del agua. 
 
La pérdida de capacidad de almacenamiento 
se refleja en la disminución de la capacidad 
de recarga de las fuentes subterráneas de 
agua. Por su ubicación sobre una importante 
zona de acuíferos, el crecimiento de la Región 
Metropolitana de San Salvador ha reducido la 
recarga de los mismos.2  
 
De este modo, la expansión urbana no sólo 
aumenta la demanda de agua, sino que simul-
táneamente reduce la capacidad local de 
abastecimiento. Como resultado de esa diná-
mica, en los ochenta fue necesario explotar 
acuíferos fuera de San Salvador (Proyecto 
Zona Norte) y en los noventa, recurrir al uso 
                                                 
2 A principios de los años noventa, el nivel de los acuíferos 
de San Salvador habían caído por debajo del nivel de 1972, 
estimándose en un ritmo cercano a 1 metro por año (Barry, 
1994). 
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de aguas superficiales provenientes del Pro-
yecto Río Lempa.3 
 
La problemática del agua no se reduce a su 
importancia para consumo humano. La falta 
de cobertura vegetal en las cuencas está gene-
rando severos procesos de erosión y sedimen-
tación. Por ello, la incorporación de criterios 
ambientales y sociales es fundamental, sobre 
todo considerando la situación de pobreza de 
gran parte de la población que habita esos te-
rritorios.4 
 
En ese sentido, la gestión territorial deberá 
contribuir a reducir los desequilibrios territo-
riales, proteger y recuperar los recursos natu-
rales, incluyendo el agua, en un esquema que 
potencie intentos locales de gestión territorial 
a partir de las preocupaciones ambientales, 
sociales y económicas. 
 
La contaminación del agua 
 
La ausencia de una cultura por el ciclo de uso 
del agua y la consiguiente contaminación 
disminuye significativamente la disponibili-
dad del recurso. Los vertidos residuales do-
mésticos e industriales, así como la disposi-
ción inadecuada de desechos sólidos en di-
versos territorios del país y la aplicación de 
agroquímicos, pesticidas y plaguicidas en la 
agricultura son fuentes permanentes de con-
taminación del agua. Los escasos esfuerzos 

                                                 
3 De esta manera, mientras que en los años setenta el Area 
Metropolitana de San Salvador se abastecía con los acuífe-
ros locales, para 1999, el agua suministrada por los proyec-
tos Zona Norte y Río Lempa para el Gran San Salvador re-
presentó el 57%. 
4 El carácter trinacional de las cuencas Lempa, Paz y Goas-
corán, también evidencia la necesidad de esquemas de co-
operación para un manejo integral y transfronterizo de las 
cuencas, pero que además, permita un reparto adecuado de 
los beneficios entre los distintos países, y sobre todo, a las 
poblaciones empobrecidas que en la actualidad, por su pro-
pia marginación y prácticas de sobrevivencia, tienden a re-
ducir todavía más la cobertura vegetal permanente, que re-
sulta crítica para regular las aguas superficiales en las partes 
altas de las cuencas. 

recientes por conocer la situación de la con-
taminación hídrica demuestran que la situa-
ción es mucho más crítica que en las décadas 
anteriores. A pesar que existen serios proble-
mas de información sobre la contribución de 
la industria y agroindustria en la contamina-
ción del agua, estos efluentes industriales y 
agroindustriales tienen un gran impacto. La 
aplicación de tecnologías limpias que minimi-
cen la generación de vertidos contaminantes 
resulta todavía extremadamente escasa y el 
tratamiento de los vertidos que se generan es 
bastante limitado. 
 
Los impactos socioeconómicos de la contami-
nación del agua son variados. Aunque la in-
formación es escasa, existen indicadores que 
evidencian los impactos directos a la salud 
humana por la contaminación hídrica. 
 
Entre 1998 y 1999 el monitoreo realizado por 
el Programa de Vigilancia de la Calidad del 
Agua del Ministerio de Salud, reflejó algunas 
variaciones de la calidad bacteriológica del 
agua potable. Según dicho Programa, en 1998 
de 2,098 muestras a nivel nacional, el 13% re-
sultó estar fuera de la norma, en tanto que pa-
ra 1999, de 2,253 muestras, el 8.7% estuvo fue-
ra de la norma, reflejando una mejoría relati-
va a nivel nacional en relación con años ante-
riores. Sin embargo, departamentos costeros 
como Sonsonate, La Paz y Ahuachapán refle-
jaron un deterioro en la calidad del agua po-
table, como resultado de los efectos ocasiona-
dos por las inundaciones de 1998. 
 
Los intentos e interés por desarrollar y adop-
tar mecanismos de gestión de la contamina-
ción del agua, evidencian avances que apun-
tan a la necesidad de contar con instrumentos 
complementarios de gestión de la calidad del 
agua, tal como las normas, las regulaciones y 
los instrumentos económicos. Sin embargo, el 
país no avanza todavía en institucionalizar 
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mecanismos de participación ciudadana, que 
en otros países han demostrado un enorme 
potencial de activación de los marcos regula-
torios, como los que ya tiene el país. 
 
El agua que abastece los distritos de riego con 
fines agrícolas también está sometida a fuer-
tes presiones, que inciden en la cantidad y en 
la calidad del recurso.  
 
El caso del distrito de riego de Zapotitán es 
particularmente grave. En 1996, solamente 
funcionaban 4 pozos, de un total de 22 que 
funcionaron en 1972 como producto de un 
proceso de deterioro paulatino de la infraes-
tructura de riego en Zapotitán. 
 
Además de esto, la creciente industrialización 
y urbanización de esta zona agrícola han con-
taminado aceleradamente el agua que alimen-
ta el distrito. Las fuentes de contaminación 
incluyen: las descargas de las industrias ale-
dañas al distrito; el uso de los canales para 
lavar y bañarse; la ubicación de sanitarios 
cerca de los canales; y los desechos sólidos 
domiciliarios que provienen de las urbaniza-
ciones aguas arriba del distrito (Foley, Barry y 
Kandel; 1998). 
 
Acceso al agua potable y saneamiento 
 
La inseguridad hídrica se refleja también en la 
cobertura y acceso al agua. Se estima que la 
cobertura alcanza al 93% de la población ur-
bana. Sin embargo, ello no garantiza un acce-
so pleno, debido a problemas en el servicio de 
abastecimiento, tales como: a) el tiempo pro-
medio de suministro oscila entre 16 y 18 
horas diarias, pero existen sectores como So-
yapango, Ilopango y San Marcos, donde el 
servicio solamente se recibe durante 8 horas 
diarias, generando problemas de insalubri-
dad, y demandando actividades adicionales 
dentro de los hogares; b) la calidad del agua 

no asegura la salud del consumidor, incre-
mentándose el mercado de agua envasada;5 y 
c) el desordenado crecimiento urbano exige 
ampliación de cobertura en zonas de difícil 
acceso. Por su parte, según CCAD (1998), la 
población que consume agua previamente 
tratada por ANDA, está en riesgo por la con-
taminación en acueductos.6 
 
En las zonas rurales, la cobertura es apenas 
26%. Con esta cobertura, gran parte de la po-
blación rural queda obligada a consumir di-
rectamente agua contaminada. Muchos de los 
sistemas rurales de agua potable técnicamen-
te han llegado al fin de su vida útil y financie-
ramente presentan una serie de problemas. 
 
La falta de cobertura y la escasez de agua 
obligan a que cada vez más, las mujeres y las 
niñas  ocupen una parte importante de su 
tiempo diario (hasta 4 horas al día) para abas-
tecerse de cantidades mínimas de agua. Este 
problema se complica dado que en las distin-
tas regiones del país, no se garantiza que las 
fuentes de agua mantengan una calidad apta 
para el consumo humano. 
 
Con este contexto, es obvia la necesidad de 
impulsar procesos, a distintos niveles y con 
los distintos actores, orientados a promover la 
adopción de esquemas de gestión integrada 
de recursos hídricos, a los cuales le son in-
herentes un conjunto de desafíos, incluido el 
de la legislación y marco institucional que re-
quieren ser abordados con los más amplios 
esfuerzos nacionales (Ver recuadro 1). 
 

                                                 
5 El abastecimiento de agua embotellada repercute en los 
gastos de las familias, porque se gasta hasta ¢144.00 adi-
cionales al cobro de ANDA. 
6 Según el Informe Regional Ambiental de 1998, la carencia 
de un efectivo sistema de alcantarillado y desagües propor-
ciona suficiente oportunidad para contaminar el agua potable 
como resultado de su contacto con las aguas servidas. 
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El marco institucional El marco institucional   
para la gestión del aguapara la gestión del agua  
 
Desde la década de los sesenta, El Salvador 
ha venido intentando conformar instancias de 
coordinación macro institucional para la ges-
tión del agua. Las preocupaciones prevale-
cientes en las décadas anteriores por gestio-
nar el agua con un énfasis enfocado en la 
oferta, propició hasta los años ochenta, la 
creación de instancias que se perfilaban fun-
damentales para avanzar hacia la coordina-
ción de instituciones gubernamentales con 
roles y mandatos para gestionar el agua. 
 

Sin embargo, en esas mismas décadas surgió 
la necesidad de contar con un ente rector ca-
paz de ordenar y desarrollar el sector de re-
cursos hídricos. Aunque no se logró crear ese 
ente rector, en la década de los noventa re-
surge dicha discusión, pero se encuentra con 
un contexto totalmente distinto del prevale-
ciente en décadas anteriores, en el cual sobre-
sale el proceso de reforma y modernización 
del Estado, al cual se enmarca toda propuesta 
e iniciativa de reforma institucional y, a dife-
rencia del pasado, donde la discusión está 
fuertemente vinculada a la problemática del 
subsector agua potable y saneamiento. 
 

Recuadro 1:  
Legislación de agua y gestión integrada de recursos hídricos 

 
La gestión integrada de recursos hídricos constituye un proceso orientado a promover el manejo y desarrollo coordi-
nado del agua, la tierra y los recursos relacionados, con el fin de maximizar el bienestar social y económico resultante 
de manera equitativa, sin comprometer la sostenibilidad de los ecosistemas vitales. 
 
En ese contexto, la legislación constituye una base para la intervención y acción del gobierno y establece el marco 
para la acción de entidades no gubernamentales, por ende, es un elemento importante para un ambiente económico y 
social apropiado. Aunque existen referencias sobre recursos de agua en la legislación nacional, a menudo están dis-
persas en una multitud de leyes sectoriales y frecuentemente son contradictorias o inconsistentes entre los distintos 
usos del recurso hídrico. A mayor escasez y conflictos sobre el agua, más importante es contar con marcos legales 
coherentes. Sin embargo, se requiere de un tiempo considerable para establecer legislaciones coherentes y compre-
hensivas, sobre todo cuando el punto de partida es una situación legal fragmentada y desactualizada. En muchos ca-
sos, el principal problema no es la carencia de una legislación adecuada, sino la carencia de una voluntad política, de 
recursos y medios para llevar a cabo la aplicación, incluso coactiva, de la legislación ya existente. 
 
Armonizar la legislación hídrica es usualmente un proceso largo y consumidor de tiempo y recursos. Por lo tanto, la 
legislación debería mantenerse a un nivel general apropiado, estableciendo los derechos y obligaciones de los dife-
rentes sectores involucrados en el manejo de aguas, los poderes y las funciones de los cuerpos regulatorios y las pe-
nalidades por las infracciones a la ley. Normas detalladas para la implementación y ejecución deben ser incorporadas 
en las partes mas dinámicas del sistema legislativo, por ejemplo, el marco de regulaciones que pueden ser enmenda-
dos en un proceso continuo a medida que cambian las circunstancias. 
 
Además de la legislación, el desarrollo institucional es crítico para la formulación e implementación de políticas públi-
cas y para la gestión integrada de recursos hídricos. Responsabilidades poco claras de las instituciones, mecanismos 
de coordinación inadecuados, brechas o traslapes jurisdiccionales y las falencias en coordinar responsabilidades, au-
toridades y capacidades para la acción, son todas principales restricciones para avanzar hacia la gestión integrada de 
recursos hídricos. Las instituciones involucradas en la gestión de los recursos hídricos deben estar consideradas en 
sus variados escenarios geográficos, incluyendo la unidad del recurso en una cuenca o acuífero, así como la existen-
cia de capacidades de organizaciones locales. El desarrollo institucional no se trata simplemente de la creación de 
organizaciones constituidas formalmente, sino que también involucra la consideración de un rango amplio de reglas y 
regulaciones formales, costumbres, prácticas, ideas, información, intereses y redes sociales, que conjuntamente pro-
veen el marco o contexto institucional dentro del cual operan los actores de la gestión del agua y otros tomadores de 
decisiones. 
 
Fuente: Asociación Mundial para el Agua (2000). 
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El Salvador cuenta con un conjunto importan-
te de leyes y mandatos institucionales para la 
gestión del agua (Ver recuadro 2).7 Sin em-
bargo, la normativa existente carece de cohe-
rencia y armonía. Según el BID (1998), en El 
Salvador no existe ningún ente con responsa-
bilidad para el manejo integrado del recurso 
hídrico, y lo que se observa es un uso frag-
mentado sectorial y no sostenible. Las comu-
nidades, los municipios y los grandes usua-
rios de agua (ANDA, CEL, y MAG) compiten 
por el uso y propiedad del agua, y en muchas 
localidades esta competencia se ha convertido 
en fuente de conflicto social. 
 
Además, no existe una estructura normativa-
institucional adecuada para administrar el 
agua con criterios de sostenibilidad. Las leyes 
de creación de los principales usuarios del 
agua definen atribuciones en aspectos opera-
tivos y normativos, sin embargo, presentan 
vacíos, contradicciones y traslapes de juris-
dicción.  
 
El BID señala que los problemas de uso del 
recurso hídrico pueden atribuirse a la ausen-
cia de un marco normativo racional; a la debi-
lidad y dispersión institucional; y a la falta 
casi total de información cuantitativa y cuali-
tativa sobre el recurso, señalando que el mar-
co institucional para el manejo integrado del 
agua es una condición necesaria para facilitar 
el funcionamiento de esquemas de organiza-
ción subsectorial que dependen y compiten 
por el uso del mismo recurso.  
 
La privatización de las empresas de electrici-
dad en El Salvador, por ejemplo, impone un 
carácter de urgencia a la definición de las 
                                                 
7 Una breve recopilación plasmada en el documento “Regu-
lación Normativa Relevante sobre el Agua en el 
Ordenamiento Jurídico Salvadoreño” realizada por la Red de 
Agua y Saneamiento y por la Red de Desarrollo Local, 
encontró vigentes al menos 4 códigos, 13 leyes, 8 
reglamentos y varios decretos ejecutivos que constituyen un 
amplio marco jurídico para la gestión hídrica del país. 

formas de asignación de derechos de uso de 
agua, ya que dentro de la ley que gobierna el 
sector eléctrico éste es un tema central y pue-
de ser conflictivo si se trata en forma aislada 
de los otros sectores. El no tener un marco 
adecuado para el manejo del recurso debilita 
los procesos de reforma. Para la participación 
del sector privado, por ejemplo, se requieren 
reglas de juego claras en cuanto a derechos y 
obligaciones de uso de agua para evitar y/o 
solucionar conflictos y poder hacer planifica-
ciones de inversión a largo plazo (BID, 1998). 
El subsector agua potable y saneamiento en-
frentaría las mismas restricciones. 
 
IntentosIntentos de coordinación instituci de coordinación institucioonal nal 
para la gestión del aguapara la gestión del agua  
 
El entramado institucional para la gestión del 
agua ha sido objeto de intentos de reforma. 
Desde los setenta se vio la necesidad de crear 
un organismo responsable de definir los li-
neamientos de política para el aprovecha-
miento del recurso hídrico, coordinar la in-
vestigación, el uso, el manejo y la conserva-
ción, así como dictaminar sobre los aspectos 
fiscales del aprovechamiento y de las medi-
das necesarias para fomentar su conservación 
y controlar la contaminación (OEA, 1974).  
 
Comité Nacional Coordinador de los Recursos 
Hidráulicos, 1967 (CNCRH): Fue la primera 
iniciativa de establecer una instancia de coor-
dinación en el sector de recursos hídricos. El 
Director de la Dirección General de Recursos 
Naturales del Ministerio de Agricultura y 
Ganadería presidía este organismo y los invo-
lucrados en el sector agua estaban represen-
tados. Durante los setenta, el Comité sufrió 
varias transformaciones, sin lograr desempe-
ñar las funciones para las cuales fue creado, 
debido a que careció de poder decisorio y de 
una secretaría técnica que lo apoyara. 
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Recuadro 2:  
Legislación relevante para la gestión del agua en El Salvador 

 
La Constitución Política declara de interés social la protección, restauración, desarrollo y aprovechamiento de los recur-
sos naturales. Entre los motivos de expropiación por causa de utilidad pública, establece el objetivo de aprovisionamien-
to de agua.  

El Código Municipal hace referencia a la competencia de los municipios para el incremento y protección de los recursos 
renovables y no renovables y le da atribuciones y jurisdicción en su territorio a través de las ordenanzas, incluyendo la 
gestión de los recursos naturales. 

El Código Penal establece penas al que contamine, envenene, adultere o corrompiere de modo peligroso, los recursos 
hídricos. 

El Código de Salud determina la norma de calidad del agua, el control de vertidos y las zonas de protección. Le otorga al 
Ministerio de Salud la atribución para desarrollar programas de saneamiento ambiental, abastecimiento de agua potable 
para comunidades, disposición adecuada de excretas y aguas servidas, así como la eliminación y control de contamina-
ción del agua. 

La Ley de Riego y Avenamiento establece que las aguas superficiales y subterráneas son propiedad del Estado. Norma 
la extracción de agua para riego, sin aclarar cómo se planifica, regula y adjudica el uso del agua para demandas compe-
titivas entre agua potable y agua para riego, tanto para uso público como privado. 

La Ley Forestal declara de utilidad pública la conservación e incremento de los recursos forestales para la prevención de 
la erosión, la protección de cuencas hidrográficas y prohíbe cortar, destruir, dañar o arrancar árboles o arbustos de los 
bosques, tierras forestales y de las zonas protectoras del suelo, cualquiera que sea el régimen de propiedad a que estén 
sujetos. 

Bajo la Ley de la Administración de Acueductos y Alcantarillados , ANDA tiene la potestad de regular toda extracción de 
agua en el país, pero al mismo tiempo es el mayor usuario de éste recurso para consumo humano.  

Según su Ley de Creación, la Comisión Ejecutiva Hidroeléctrica del Río Lempa tiene derechos sobre el uso del agua 
para generación de energía, concebidos sin atención a los derechos de otros usuarios conferidos por ley. 

En el Reglamento Interno del Organo Ejecutivo se establecen competencias para los ramos de Agricultura y de Obras 
Públicas, para la generación de mecanismos legales de protección, conservación y uso racional del recurso hídrico, así 
como investigación de condiciones geológicas, hidrológicas y sismológicas del territorio nacional. El Ministerio de Agricul-
tura se ha encargado de los aspectos normativos del agua como recurso natural, fundamentalmente con orientación al 
riego y es responsable de administrar la red hidrométrica. El Ministerio de Obras Públicas tiene a su cargo el desarrollo 
de infraestructura de regulación de caudales para control de inundaciones. 

La Ley sobre Gestión Integrada de los Recursos Hídricos  (1981) y su reglamento (derogado) es una especie de ley bási-
ca para poder legislar en detalle los diferentes usos del agua: consumo humano, riego, industriales, comerciales, hidroe-
léctrica, pesca, usos comunes, etc. Esta ley mandaba al Ministerio de Planificación a coordinar los estudios y des arrollar 
las políticas hídricas para todos los usos del recurso. Se creó la Oficina Especializada del Agua (OEDA) en el desapare-
cido Ministerio de Planificación y luego reubicada en ANDA (ahora UEDA). 

El Reglamento sobre la Calidad del Agua, el Control de Vertidos y las Zonas de Protección (Decreto No. 50, 1987), tiene 
por objeto desarrollar los principios de la Ley de Gestión Integrada de Recursos Hídricos y su Reglamento, y se orienta a 
evitar, controlar o reducir la contaminación del agua por vertidos domésticos, industriales o de cualquier índole, estable-
ciendo normas sobre depuración y tratamiento de aguas y sus respectivas sanciones. 

La Ley de Creación de la Superintendencia General de Electricidad y Telecomunicaciones incluye la función de asignar 
concesiones de agua para hidroelectricidad, sin tomar en cuenta los demás usuarios. La aplicación de esta normativa 
está prácticamente suspendida, pero añade otro factor de confusión a la gestión del recurso. 

La Ley del Medio Ambiente otorga competencia en la prevención y control de la contaminación al Ministerio del Ambiente 
y Recursos Naturales, junto al Ministerio de Salud Pública. Según la ley, para proteger el recurso hídrico debe promover-
se el manejo integrado de cuencas hidrográficas y la protección del medio costero-marino de toda clase de vertidos y 
derrames. Corresponde al Ministerio del Ambiente elaborar y proponer a la Presidencia de la República los reglamentos 
necesarios para la gestión, uso, protección y manejo de las aguas y ecosistemas. 

Reglamento Especial de Aguas Residuales : tiene por objeto velar porque las aguas residuales no alteren la calidad de 
los medios receptores, para contribuir a la recuperación, protección y aprovechamiento sostenibles del recurso hídrico 
respecto de los efectos de la contaminación. Las disposiciones del reglamento serán aplicables en todo el territorio na-
cional, independientemente de la procedencia y destino de las aguas res iduales. 

Fuente: Ampliado sobre la base de Artiga y Rosa (1999). 
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Propuesta en el Plan de Manejo de la Cuenca del 
Río Acelhuate (Land Resources Development Cen-
tre, 1981): Este plan retomó las recomenda-
ciones hechas anteriormente por el Programa 
de las Naciones Unidas en 1972, en el sentido 
de mejorar el marco legal a través de la crea-
ción de un ente encargado de ordenar los 
usos del agua, la conservación y la calidad del 
agua. Para ello, se requería un marco legal 
que estableciera un Consejo Nacional del Re-
curso Agua (CONRA), con facultades para 
diseñar e implementar políticas y coordinar 
las acciones del resto de instituciones. CON-
RA se propuso como responsable de controlar 
el uso del recurso hídrico, conservar y mejo-
rar la distribución del agua, reducir la conta-
minación y además controlar la calidad. 
 
Ley sobre Gestión Integrada de Recursos Hídricos 
(1981): En el marco del PLAMDARH, esta ley 
se decretó con apenas seis artículos y el re-
glamento correspondiente en marzo de 1982, 
asignándole al Ministerio de Planificación la 
responsabilidad de preparar el Plan Nacional 
de Aprovechamiento Múltiple de los Recur-
sos Hídricos, así como un proyecto de Ley 
General de Aguas, el cual fue presentado a 
finales de 1983 (Sandoval, 1999).  
 
Oficina Especializada del Agua, 1981 (OEDA): 
En el marco de la Ley sobre Gestión Integrada 
de Recursos Hídricos se creó la Oficina Espe-
cializada del Agua, sustituyendo las atribu-
ciones del CNCRH. Si bien la OEDA logró 
avanzar en la elaboración del Plan Nacional 
de Desarrollo y Aprovechamiento de los Re-
cursos Hídricos y de una propuesta de Códi-
go de Aguas, no logró cubrir adecuadamente 
la coordinación de las acciones entre las dis-
tintas entidades usuarias o relacionadas con 
los diferentes usos del agua, debido a que no 
existía un nivel de autoridad necesario para 
intervenir. La OEDA que debía depender di-
rectamente del Ministerio de Planificación, 
fue confinada a la Dirección de Coordinación 

Sectorial, después a la Dirección de Proyectos 
y luego a la Dirección de Planificación de di-
cho Ministerio. Finalmente, por acuerdo mi-
nisterial de (Ministerio de Planificación), la 
OEDA pasó a formar parte de ANDA, ubi-
cándose bajo la Gerencia General. Aunque la 
OEDA recibió en ANDA apoyo suficiente pa-
ra cumplir su mandato, su dependencia fren-
te a una institución que tiene funciones espe-
cíficas en el sector agua debilitó su imagen de 
imparcialidad, indispensable para cumplir su 
mandato de coordinación. La OEDA todavía 
existe en ANDA, bajo el nombre de Unidad 
Especializada del Agua, pero ahora da apoyo 
logístico al CEPRHI. 
 
Comité Ejecutivo Protector de los Recursos Hídri-
cos, 1987 (CEPRHI): Conformado por repre-
sentantes de los ministerios de Agricultura y 
Ganadería, Salud Pública y Asistencia Social, 
Obras Públicas e Interior, y además, ANDA, 
este Comité funciona y efectúa reuniones se-
manales con el objeto de coordinar y asesorar 
lo relativo a la calidad del agua, el control de 
vertidos y las zonas de protección. Los objeti-
vos de CEPRHI incluyen el establecimiento 
de zonas de protección contra la contamina-
ción; mantener y corregir el control de verti-
dos industriales, municipales y urbanísticos; 
mantener y mejorar la calidad del agua de 
consumo humano; establecer coordinación 
interinstitucional; realizar nuevas metas para 
mejorar los cuerpos hídricos; ordenamiento y 
registro de profesionales dedicados al diseño 
y control de sistemas de tratamiento de agua; 
y revisión y análisis de la legislación pertinen-
te. El CEPRHI no cuenta con recursos propios 
ya que depende de los recursos de ANDA a 
nivel técnico y logístico para realizar sus acti-
vidades. Frente a esas atribuciones, CEPRHI 
carece de autoridad para coordinar las activi-
dades de instituciones usuarias de agua y en 
la práctica, no es capaz de controlar la canti-
dad de aguas utilizadas ni el tratamiento. 
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El intento de reforma del sector hídrico El intento de reforma del sector hídrico   
desde la décdesde la décaada de los noventada de los noventa  
 
En diciembre de 1993 y bajo contrato de 
USAID, la firma “Romero Pineda y Asocia-
dos” había entregado un proyecto de Código 
de Aguas, bajo el cual se crearía la Secretaría 
de Gestión Integrada de Recursos Hídricos 
adscrita a la Presidencia de la República. 
 
En 1995 se creó la Comisión Coordinadora de 
la Reforma Sectorial de los Recursos Hídricos 
(COSERHI), cuya responsabilidad consistió 
en planificar, coordinar y supervisar la ejecu-
ción de los estudios para la reforma del sector 
de recursos hídricos. Su mandato estuvo cen-
trado en analizar estudios técnicos, jurídicos, 
organizacionales e institucionales para esta-
blecer las medidas necesarias para mejorar la 
organización del sector de recursos hídricos.  
 
Bajo esta Comisión se creó también la Unidad 
Coordinadora de la Modernización (UCM) 
que presentó propuestas y dio seguimiento 
técnico a los acuerdos de la Comisión. La 
UCM se ubicó en ANDA. La COSERHI se 
desmembró y ANDA asumió el liderazgo del 
proceso de reforma del sector hídrico en 
coordinación con la Secretaría Técnica de la 
Presidencia.  
 
El Plan para la Modernización del Sector de 
Recursos Hídricos preparado por COSERHI-
UCM en 1995 proponía crear una institución 
rectora del sector hídrico, una institución re-
guladora del subsector agua y saneamiento, 
una institución para la conservación de los 
recursos hídricos y la atención del área rural, 
así como conformar empresas operadoras y 
administradoras de sistemas de agua potable 
y saneamiento (COSERHI-UCM, 1995).  
 

Según aquel Plan, la Comisión Nacional de 
Recursos Hídricos (CONRA), sería el ente rec-
tor con un Consejo Directivo integrado por el 
Ministro de Coordinación (antes Ministerio 
de Planificación), el Ministro de Agricultura, 
el Ministro de Obras Públicas y el Ministro de 
Hacienda. Por su parte, el Instituto Regulador 
de los Recursos Hídricos, tendría un Consejo 
con representación del gobierno, de la empre-
sa privada y de los usuarios. 
 
Bajo contrato con ANDA, en agosto de 1996 la 
firma Rusconi-Valdéz presentó otra propues-
ta de Ley General de Aguas. Sin embargo, 
posteriormente ANDA contrató al consorcio 
Lypsa-Typsa para preparar una nueva pro-
puesta en mayo de 1997 en la que se dio un 
giro importante a la orientación de la refor-
ma, enfatizando la necesidad de sentar las ba-
ses institucionales para la entrada de la parti-
cipación privada en el sector hídrico, particu-
larmente en la gestión de sistemas de agua 
potable y saneamiento.  
 
Con esa orientación, se generó una nueva 
versión de propuestas de reforma sectorial 
que sirvieron de base para el préstamo por 
US$ 43.7 millones y dos cooperaciones técni-
cas no reembolsables por US$ 3.9 millones, 
que fueron aprobadas por el BID en mayo de 
1998 (Ver recuadro 3). 
 
Una vez aprobado el préstamo, se esperaba 
avanzar en la ratificación y cumplimiento de 
las condiciones para los desembolsos. Sin 
embargo, al término de la Administración 
Calderón Sol (1994-1999) todavía no se había 
sometido a la Asamblea Legislativa ni el prés-
tamo suscrito para su respectiva ratificación, 
ni los anteproyectos de ley de creación de la 
autoridad hídrica y del ente regulador, que 
formaban parte de la condicionalidad para el 
primer desembolso de recursos.  
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Recuadro 3:  
Componentes de préstamo y cooperaciones técnicas del BID para la reforma del sector hídrico  

Componente 1. Reestructuración del sector de recursos hídricos (US$ 6.8 millones):  (i) Asesoría especializada 
para formular el marco regulatorio del sector; (ii) estudios prioritarios (balance hídrico, estudio del acuífero de 
San Salvador, instrumentos económicos de asignación de derechos de uso) y un proyecto de participación co-
munitaria a nivel de cuenca piloto; (iii) apoyo a la organización institucional y funcionamiento del ente rector, y 
(iv) modernización del sistema de información hidrometeorológica. 

Componente 2. Marco regulatorio del subsector de agua potable y saneamiento (US$ 4.2 millones):  (i) Asesoría 
especializada para formular marco regulatorio; (ii) estudios prioritarios (tarifas, políticas de subsidio y actualiza-
ción de normas técnicas); y (iii) establecimiento y puesta en marcha del ente regulador. 

Componente 3. Reforma empresarial (US$ 39.1 millones):  El componente se dividía en: (a) organización em-
presarial (US $4.1 millones); y (b) inversiones complementarias (US$ 35 millones). La organización empresarial 
incluía: (i) conformación de Unidad de Reforma Empresarial (URE), (ii) elaboración del Plan de Reforma Em-
presarial que definiría la estructura operativa óptima del subsector de agua potable y saneamiento, y una estra-
tegia para conformar, separar y/o transferir distintas Unidades Empresariales Operativas, bajo un programa de 
descentralización, desconcentración y participación del sector privado; y (iii) consultaría especializada para es-
tructurar esquemas de participación del sector privado. Como  inversiones complementarias se consideraban 
elegibles: (i) inversiones bajo criterios de prioridad; (ii) rehabilitación y regularización en sistemas en proceso de 
descentralización y/o desconcentración; (iii) apoyo al manejo independiente de sistemas rurales por parte de las 
comunidades; (iv) apoyo a la conformación y organización de empresas en aspectos de organización, entrena-
miento, manejo comercial, legales, entre otros; y (v) apoyo a la capacitación y readecuación laboral. 

Condiciones para los desembolsos: El préstamo tenía previstos dos tramos de desembolsos. Las condiciones 
previas a la elegibilidad del primer desembolso eran: i) presentar a la Asamblea Legislativa el Proyecto de Ley 
de Creación del Ente Rector de Recursos Hídricos; ii) presentar a la Asamblea Legislativa el Proyecto de Ley 
del Marco Regulat orio del Subsector Agua Potable y Alcantarillado, que crearía la Agencia de Regulación de 
Agua Potable y Alcantarillado (ARESA); iii) creación de la Unidad de Reforma Empresarial  (URE) bajo la Presi-
dencia de ANDA; iv) selección de los servicios de una firma consultora para el Estudio de Reforma Empresarial, 
con base en los términos de referencia previamente acordados con el Banco. Para el desembolso del resto de 
recursos, las condiciones de elegibilidad eran: i) entrada en vigencia de la Ley del Ente Rector y el marco regu-
latorio para el sector hídrico; ii) entrada en vigencia de la Ley de ARESA y el marco regulatorio para el subsec-
tor de agua potable y alcantarillado (incluye que ARESA se encuentre operando; la reglamentación de la Ley 
ARESA y evidencia de que ha entrado en vigencia la ley que modifica la Ley de Creación de ANDA; aprobación 
del reglamento de contratos de prestación de servicios; implementación de una nueva política y estructura tari-
faria para el servicio de agua potable y alcantarillado; e implement ación de una política de subsidio y fomento 
para el subsector); y iii) evidencia de que se hubiesen publicado licitaciones para adjudicación de sistemas de 
agua potable y alcantarillado bajo la modalidad de participación del sector privado y presentación de un Plan de 
Descentralización y Desconcentración como resultado del estudio de Reforma Empresarial. 

Cooperación Técnica - Marco Regulatorio y Reforma Empresarial en el Subsector de Agua Potable y Sanea-
miento: Esta Cooperación Técnica apoyaría el establecimiento del marco regulatorio y normativo del subsector 
y la formulación de actividades prioritarias para apoyar la reforma empresarial y promover la participación del 
sector privado. Para ello se estructuró en dos componentes: i) apoyo a la reforma empresarial, que incluía ase-
soría a las entidades ejecutoras en temas de descentralización, privatización y reforma empresarial y la formu-
lación del Plan de Reforma Empresarial; ii) establecimiento del marco regulatorio del subsector agua potable y 
saneamiento, que incluye estudios prioritarios y asistencia técnica al Ente Regulador (ARESA) que se crearía 
con recursos del préstamo. 
 
Cooperación Técnica - Apoyo a Inversiones en Agua Potable y Saneamiento en el Medio Rural: a) Asistencia 
técnica para promover la organización comunitaria con perspectiva de género; b) Dimensionar los costos de 
rehabilitar y/o expandir los sistemas en el área rural, de acuerdo con el nivel deseado por la comunidad y su 
capacidad de pago; c) Seleccionar el modelo de administración del sistema en conjunto con la comunidad; c) 
Capacitación con enfoque de género a las comunidades participantes en manejo administrativo, operación y 
mantenimiento, protección de fuentes de agua y educación sanitaria; d) Monitoreo y seguimiento a los sistemas 
rurales de agua potable y saneamiento en aspectos técnicos, operativos y de organización de los modelos de 
administración. 
 
Fuente: BID (1998). 



PRISMA No. 45, 2001 11 

 

Con el cambio de gobierno en junio de 1999, 
se pospuso la presentación de los anteproyec-
tos de ley a la Asamblea Legislativa, y no fue 
sino hasta mayo del 2000, cuando el Ministe-
rio de Hacienda sometió el préstamo suscrito 
para su respectiva ratificación en la Asamblea 
Legislativa. Sin embargo, a finales del 2000 el 
ejecutivo no sometió los anteproyectos de ley 
de creación de los entes (rector y regulador) a 
la Asamblea Legislativa, a pesar que para en-
tonces ANDA ya tenía preparadas cuatro 
propuestas de ley. 
 
En efecto, ANDA decidió ir más allá de las 
condiciones contenidas en el préstamo del 
BID, que se refieren a la presentación de los 
anteproyectos de ley para la creación del ente 
rector y del ente regulador, y en su lugar pre-
paró los anteproyectos de Ley de Aguas y Ley 
del Subsector Agua Potable y Saneamiento, 
dentro de las cuales se crearían la Superin-
tendencia de Recursos Hídricos (ente rector) y 
la Superintendencia de Agua Potable y Sa-
neamiento (ente regulador).  
 
Ambas superintendencias estarían adscritas 
al Ministerio de Economía y se planteaba que 
para el desarrollo de sus funciones (Ver re-
cuadro 4), ambas superintendencias podrían 
movilizar recursos a través del cobro de cá-
nones, derechos, cargos y subastas a cual-
quier título en el ejercicio de sus actividades.8 
 
De esa manera, el intento de reforma del sec-
tor hídrico que se impulsa desde los noventa 
derivó en un paquete que incluía: un présta-
mo suscrito entre el Gobierno de El Salvador 

                                                 
8 De manera ilustrativa, el BID ha estimado que para finan-
ciar los costos operativos anuales del ente rector (unos ¢ 
13.3 millones), un cargo sobre derechos de uso para agua 
potable, hidroelectricidad y riego en el rango de ¢0.01 a 
¢0.02 por metro cúbico, podría generar unos ¢ 27 millones 
anuales, sobre la base de los niveles de uso actual. Por su 
lado, los costos operativos del ente regulador (unos ¢ 13.6 
millones) requerirían un cargo adicional de ¢0.07 por metro 
cúbico facturado a las empresas operadoras (BID, 1998). 

y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) 
denominado Programa de Reforma del Sector 
Hídrico y del Subsector Agua Potable y Sa-
neamiento; dos cooperaciones técnicas no 
reembolsables provenientes del BID (Progra-
ma de Marco Regulatorio y Reforma Empre-
sarial en el Subsector Agua Potable y Sanea-
miento, y el Programa de Apoyo a Inversio-
nes en Agua Potable y Saneamiento en el Me-
dio Rural) que apoyan y complementan las 
acciones previstas en el préstamo suscrito; y 
cuatro anteproyectos de ley (General de 
Aguas, Subsector Agua Potable y Saneamien-
to, Tarifas de Agua Potable y Alcantarillado, 
y Subsidios de Agua Potable y Alcantarilla-
do). 
 
Aportes y posicionamientos desde la Aportes y posicionamientos desde la 
sociedad civil:sociedad civil: El rol de REDES El rol de REDES  
 
Si bien el gobierno se aclaró acerca de la 
orientación y modelo a seguir para la reforma 
hídrica, paralelamente también ha existido un 
esfuerzo importante liderado por la Red de 
Agua y Saneamiento de El Salvador y la Red 
de Desarrollo Local (REDES), que ha buscado 
aportar a la reforma del sector hídrico.9  
 
De esa manera, ambas redes impulsaron el 
Programa de Promoción y Aporte al Proceso 
de Reforma del Sector Hídrico, financiado por 
AID a través del Proyecto Agua. En el marco 
de ese Programa, ambas redes resaltaron la 
necesidad de impulsar un proceso de reforma 
transparente, flexible y participativo, cuyo 
objetivo principal es el uso y protección ra-
cional, eficiente y sostenible del recurso hídri-
co y el acceso equitativo al mismo. 

                                                 
9 La Red de Agua y Saneamiento de El Salvador aglutina a 
más de 30 instituciones (nacionales  e internacionales) 
vinculadas a la prestación de servicios de agua y 
saneamiento con acciones en el país. Por su parte, la Red 
de Desarrollo Local, incluye organizaciones que centran su 
trabajo en la promoción y acompañamiento de procesos de 
desarrollo local y descentralización. 
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Recuadro 4: 
Funciones de las Superintendencias de Recursos Hídricos y de Agua Potable y Saneamiento 

 
La Superintendencia de Recursos Hídricos (autoridad de aguas ó ente rector) tendría las siguientes funcio-
nes: a) resolución de las solicitudes de concesión de los derechos de uso de agua; b) mantener actualizado el 
balance hídrico del país, y proyectar las demandas sobre el recurso para usos futuros; c) colaborar con las auto-
ridades competentes en la aplicación de los criterios ambientales para asegurar la sostenibilidad del recurso, en 
particular, su protección, la conservación y recuperación de fuentes y el control de uso y vertimientos; d) diseñar, 
construir y mantener una red básica nacional hidrometeolológica, recopilar y procesar la información que ella 
genere y publicarla para su uso en el país; e) diseñar, desarrollar y mantener el registro público de aguas; f) di-
señar, desarrollar y mantener el catastro público de aguas; g) resolver los conflictos que se presenten entre 
usuarios del recurso por derechos de agua a solicitud de las partes; h) promover la eficiencia en el uso del recur-
so; i) coordinar con las demás instituciones públicas la correcta ejecución de las leyes y políticas sobre el agua; j) 
promover el manejo y gestión integrada del recurso, incluido el uso múltiple de las fuentes, y proponer las obras 
necesarias para mejorar su disponibilidad; k) apoyar a los usuarios en la organización de asociaciones para ad-
ministrar los derechos de uso y a las comunidades en el establecimiento de organizaciones locales para colabo-
rar en la administración, monitoreo y vigilancia de los recursos hídricos; l) requerir información de los concesio-
narios para sus fines; m) establecer el régimen de salarios de su personal; n) formular el reglamento de la Ley y 
someterlo al Presidente de la República; o) dictar su propio reglamento interno; p) representar al país ante orga-
nizaciones y eventos internacionales relacionados con el sector hídrico; q) realizar todos los actos, contratos y 
operaciones necesarias para cumplir con los fines que le manda la ley. 
 
La Superintendencia de Agua Potable y Saneamiento (ente regulador) tendría las siguientes funciones: a) 
fiscalizar a los prestadores de servicios sanitarios y velar por el cumplimiento de las normas jurídicas, técnicas y 
tarifarias de estos servicios; b) cumplir y hacer cumplir las leyes, reglamentos y normas técnicas y demás dispo-
siciones internas de El Salvador, así como los tratados, convenios y acuerdos internacionales sobre agua pota-
ble y saneamiento; c) promover la universalización de los servicios de agua y saneamiento y procurar su más 
alta calidad y menor costo posible; d) adoptar las medidas necesarias para que los servicios de agua potable y 
saneamiento se brinden de forma eficiente, ininterrumpidamente, sin interferencias y sin discriminaciones; e) fis-
calizar que se respeten los derechos de los usuarios y evitar que se afecten indebidamente sus intereses; f) re-
solver los conflictos en materia de interconexión que se susciten entre los prestadores de los servicios de agua 
potable y saneamiento a solicitud de cualquiera de las partes o de oficio, en su caso; g) aplicar sanciones y mul-
tas a los prestadores por incumplimiento de las normas establecidas y metas de los planes o programas de in-
versión; h) fijar las tarifas de acuerdo al sistema tarifario que se establece en la Ley de Tarifas; i) velar por el es-
tricto cumplimiento de las obligaciones establecidas en las concesiones de servicios públicos sanitarios; j) aseso-
rar o asistir al Gobierno Central y a los Gobiernos Municipales en materia de concesiones y/o explotaciones de 
servicios de agua potable y saneamiento; k) exigir a los prestadores de servicio la correcta atención a las peti-
ciones y reclamos de los usuarios de los servicios de agua potable y saneamiento, con facultades para adoptar 
todas las medidas que sean necesarias para asegurar los servicios y los derechos de los usuarios; l) dictar regu-
laciones, en el ámbito del agua potable, recolección y saneamiento de aguas servidas a las cuales deberán suje-
tarse los prestadores en aspectos de funcionamiento de los servicios, seguridad, calidad, medición y facturación, 
control y uso, interrupción y restablecimiento de la prestación; n) resolver los conflictos que pueden suscitarse 
entre los prestadores y sus usuarios; ñ) prevenir en cuanto corresponda conductas ilegales, anticompetitivas, 
monopólicas o discriminatorias entre los participantes como operadores del sistema; o) otorgar concesiones para 
la prestación de servicios de agua y saneamiento y, en su caso reconocer, renovar, modificar o declarar la cadu-
cidad de conformidad con la ley y el correspondiente reglamento; p) aprobar los traspasos de concesiones y de-
más operaciones que establece la ley; q) establecer tasas y demás sumas que deberán pagar los prestadores de 
los sistemas de agua potable y saneamiento y velar por su estricto cumplimiento; r) ejercer la representación del 
Estado, por mandato del Poder Ejecutivo, en materia de prestación de agua potable y saneamiento ante los or-
ganismos internacionales por medio del Superintendente o de la persona que este designe; s) emitir las regula-
ciones y aplicar y dictar (proponer) las normas de índole técnica necesarias para la prestación de los servicios de 
agua potable y saneamiento; t) las demás que determine la ley y sus reglamentos. 
 
Fuente: Basado en borradores de Ley de Aguas (Manríquez, 2000) y Ley del Subsector Agua Potable y Saneamiento (ANDA, 
2000a) 
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En ese contexto, el rol de ambas redes ha con-
sistido en debatir críticamente y aportar al 
paquete de reforma del sector hídrico, pro-
moviendo el intercambio de experiencias de 
gestión de sistemas de agua en el país, sobre 
todo rurales; facilitando el apoyo y asesoría 
de consultores, funcionarios y especialistas 
internacionales que han acompañado el análi-
sis y debate de la reforma; así como identifi-
cando y proponiendo elementos claramente 
ausentes en el paquete de reforma liderada 
por ANDA y la Secretaría Técnica de la Pre-
sidencia. 
 
El borrador de Ley de Aguas: El borrador de Ley de Aguas:   
Rasgos priRasgos prinncipalescipales  
 
El Abogado Jefe de la Dirección General de 
Aguas de Chile, opina que la propuesta de 
Ley de Aguas para El Salvador, al igual que el 
Código de Aguas chileno, consagra el dere-
cho real de carácter privado que recae sobre 
las aguas, según lo cual, el dominio público 
de las mismas pierde toda importancia, ya 
que lo que prevalecería es el derecho de los 
particulares al agua (Jaeger, 2000). Según Jae-
ger, las implicaciones de este enfoque de la 
ley se refieren a que el particular no podrá ser 
privado de su derecho, salvo por expropia-
ción y debiendo ser adecuadamente indemni-
zado; el derecho del particular admite la no 
utilización del agua; el derecho puede ser 
transferido libremente por los particulares; y 
el agua que se tiene derecho a utilizar puede 
ser destinada a cualquier uso. 
 
 En el mismo sentido, según el Asesor Regio-
nal Principal en Derecho de Aguas de CE-
PAL/ONU, la redacción de varios artículos 
de la propuesta de Ley de Aguas pareciera 
dejar la inferencia de que estamos frente a un 
derecho real de naturaleza civil, cuando se 
habla de derechos de agua, lo que pudiera 
tener consecuencias importantes con respecto 

a la naturaleza y condiciones del derecho, por 
lo cual recomienda la conveniencia de que, 
por tratarse de un derecho sobre un bien pú-
blico, debe estar sujeto a condiciones enmar-
cadas en el derecho administrativo, y no rele-
garlo al derecho de código civil (Solanes, 
2000). 
 
Bajo el enfoque de concesiones, la propuesta 
de ley prevé la posibilidad de que haya más 
de una solicitud de derechos de agua sobre 
una misma fuente y que ésta fuere insuficien-
te para satisfacer todas las solicitudes. En tal 
caso, la Superintendencia de Recursos Hídri-
cos deberá ordenar la apertura de un proceso 
de subasta pública para resolver la adjudica-
ción de los recursos hídricos requeridos. Para 
ello, la Superintendencia deberá determinar el 
precio base de la subasta teniendo en cuenta 
los precios del mercado de derechos de agua, 
si existieren, en la zona hidrográfica o hidro-
geológica correspondiente, de lo contrario, el 
precio base para la subasta será cero.10 Luego 
de haber realizado la asignación inicial de de-
rechos de agua y si “legalmente” se hubieren 
agotado los recursos hídricos (haber asignado 
el máximo de derechos posible),11 se esperaría 
que el mercado de derechos de agua pase a 

                                                 
10 Como en toda subasta, se adjudicaría la concesión de 
derechos de agua al interesado que presente la mayor oferta 
económica. Para el caso de las subastas en rondas simultá-
neas y sucesivas, las concesiones serían adjudicadas a los 
postores que en la última ronda de la subasta de cada dere-
cho solicitado presenten la mayor oferta económica. 
11 En este punto, la propuesta de Ley introduce el concepto 
de caudal ecológico, el cual consiste en la reserva de agua 
que deberá mantenerse en todo cauce natural de aguas su-
perficiales, corrientes o detenidas, no agotado, en la canti-
dad necesaria para permitir la subsistencia de la vida animal 
y vegetal que le son naturalmente propias, incluyendo la 
necesaria para el mantenimiento de humedales y ecosiste-
mas estuarinos. Si las concesiones de derechos de uso po-
nen en peligro el caudal ecológico, entonces procedería la 
declaración de agotamiento de cauces (que pudiera hacerse 
a través de la Superintendencia, de las organizaciones de 
usuarios de agua o de cualquier interesado) fundamentado 
en estudios técnicos que demuestren estadísticamente la 
capacidad del cauce, la enumeración de los derechos con-
cedidos, y la imposibilidad de otorgar nuevos derechos per-
manentes. 
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constituir el instrumento a partir del cual se 
avance hacia una asignación del agua hacia 
aquellos usos que sean más eficientes. 
 
Diferentes expertos internacionales que han 
conocido y analizado el paquete de reforma 
del recurso hídrico del país, han coincidido 
que la propuesta de Ley de Aguas debe con-
templar de una manera más integral la pro-
blemática del recurso, más allá de la asigna-
ción y regulación de las concesiones de los 
derechos de agua, y tomar en cuenta los as-
pectos y preocupaciones sociales y ambienta-
les que conlleva la gestión del recurso. El rol 
de planificación y formulación de políticas 
públicas referidas a la gestión del agua es una 
ausencia marcada en la propuesta. Por lo de-
más, el modelo chileno para la gestión del 
agua, tal como lo advierten funcionarios y es-
pecialistas, se encuentra en pleno debate. El 
recuadro 5 presenta algunos temas relevantes 
en discusión en Chile, sobre los límites y res-
tricciones derivados del Código de Aguas. 
 
La propuesta de reforma del subsector La propuesta de reforma del subsector   
agua potable y sagua potable y saaneamientoneamiento  
 
La propuesta de reforma del subsector agua 
potable y saneamiento busca sentar las bases 
para la introducción de concesiones de los 
servicios públicos de agua potable y sanea-
miento.12 Para ello, se requiere de un marco 
institucional que permita y atraiga la partici-
pación privada al subsector, ya sea nacional o 
extranjera.13 La propuesta de Ley Marco del 

                                                 
12 El borrador de Ley distingue dos regímenes de servicios 
de agua y saneamiento: Servicios prestados en condiciones 
de regularidad y calidad exigidas por las normas respectivas 
(éstos serían predominantemente los urbanos); y servicios 
prestados en condiciones especiales, que cumpliendo con 
determinadas condiciones técnicas (a definir en el Regla-
mento), reciban dicha calificación (éstos serían los sistemas 
rurales). 
13 Se espera que empresas internacionales especializadas 
en el subsector agua potable y saneamiento, estarían intere-
sadas en los sistemas del Area Metropolitana de San Salva-
dor y en algunas ciudades como Santa Ana, San Miguel, 

Subsector Agua Potable y Saneamiento, junto 
con los componentes 2 y 3 del préstamo está 
orientada a sentar esas bases.  
 
En el caso de los sistemas a concesionar, si se 
hubiere postulado más de una solicitud de 
concesión sobre un mismo sistema de agua 
potable y saneamiento, la Superintendencia 
adjudicaría la concesión al postulante que, 
reuniendo los requisitos técnicos y legales, 
ofrezca la menor tarifa, en relación con los 
cálculos que haga la Superintendencia para 
esa concesión. En el caso de los sistemas rura-
les de agua y saneamiento, las municipalida-
des, organizaciones comunitarias, organiza-
ciones no-gubernamentales u otras (sistemas 
en condiciones especiales), podrán tener a su 
cargo la construcción, operación y manteni-
miento de los sistemas, requiriendo de una 
concesión, aunque, contrario a los sistemas 
urbanos, sin la obligación de definir un terri-
torio geográfico específico. 
 
Tal como se refleja en el borrador de Ley 
Marco del Subsector, las atribuciones asigna-
das a la Superintendencia de Agua Potable y 
Saneamiento, están percibiéndose de una 
manera no realista, ya que se supone que la 
Superintendencia estaría capacitada para lle-
var a cabo una gran variedad y volumen de 
complejas tareas para más de 260 sistemas de 
agua y alcantarillado urbanos, además de los 
sistemas rurales; otorgar licencias, evaluar 
programas de operación e inversión de los 
concesionarios; evaluar requerimientos tarifa-
rios y fiscalizar las operaciones de los conce-
sionarios.  

                                                                                   
Apopa y Sonsonate, pero difícilmente en localidades peque-
ñas. No se tiene información de la existencia de empresas 
privadas nacionales dedicadas al servicio de agua y sanea-
miento, con excepción de algunas empresas municipales 
que manejan sus propios sistemas (Moncada, 2000). 
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Recuadro 5: Problemas relevantes de la gestión del agua en Chile  

Irregularidad y falta de certeza de los derechos de agua por la existencia de una gran cantidad de usos recono-
cidos por la legislación como derechos de plena validez y protección, así como de derechos constituidos antes 
de 1981; unos y otros adolecen de falencias en cuanto a su formalización pues no se especifican habitualmente 
en sus títulos las características esenciales que exige la legislación y, aunque la ley establece presunciones pa-
ra establecer estas características esenciales, no ha habido minuciosidad en la creación de las reglas jurídicas 
al respecto. 

Balances presumiblemente negativos en ciertas cuencas, entre los volúmenes de agua comprometidos —a tra-
vés de derechos de aguas constituidos y derechos de agua reconocidos— y la disponibilidad física efectiva del 
recurso, situación que puede dar lugar a serios conflictos y a dificultades en la gestión de los recursos hídricos. 

No implementación del reglamento del Catastro Público de Aguas. 

Falta de mecanismos claros para la solución de conflictos entre usuarios de distintos sectores originada en defi-
niciones no adecuadas de los derechos, particularmente los no consuntivos, y en el hecho de que el Código de 
Aguas no establece facultades apropiadas para resolver tales controversias. 

Ambigüedad o falta de claridad en las normas relativas a la gestión de la calidad del agua, a la explotación de 
las aguas subterráneas y al manejo de los cauces naturales que limitan las posibilidades de una gestión integra-
da. 

Limitaciones en cuanto a composición, funciones y capacidades de organizaciones de usuarios como instancias 
de participación, y a su representatividad en el ámbito ampliado de la cuenca lo que contribuye a una mala ges-
tión por parte de tales organizaciones y limita las posibilidades de descentralización y desarrollo intersectorial. 

Desinterés de los usuarios para participar en sus propias organizaciones así como para ampliar las funciones 
que éstas vi enen realizando y que se limitan, en la práctica, a repartir el agua entre los poseedores de derechos.  

Participación desequilibrada de los usuarios en las juntas de vigilancia en las que la representatividad está dada 
por la magnitud de los derechos (una acción un voto) lo que lleva a una participación desproporcionadamente 
alta de los usuarios no consuntivos afectando negativamente al voto de los usuarios consuntivos. 

Falta de mecanismos legales estables y adecuados para el financiamiento de las funciones que corresponden al 
Estado de acuerdo con la ley limitando las capacidades institucionales. Falta de información adecuada para 
apoyar las funciones que la ley asigna a la DGA, así como para optimizar sus funciones y las de otros organis-
mos públicos y privados involucrados en la gestión de los recursos hídricos y sistemas asociados. 

Centralización de las decisiones que afectan a la cuenca y limitaciones —por consideraciones de presencia o de 
representatividad local de los organismos del Estado—al desarrollo de esquemas de coordinación interinstitu-
cional a nivel regional para la gestión integrada de los recursos hídricos. 

Administración de los recursos hídricos en secciones o tramos de los ríos y no a nivel del sistema hidrológico del 
que son parte, lo que implica excluir acciones que, por su naturaleza, afectan al conjunto del sistema.  

Interferencias potenciales entre disponibilidades de aguas subterráneas y superficiales como resultado de un 
manejo independiente de unas y otras, arriesgando el deterioro de las fuentes e induciendo a un mal aprove-
chamiento del potencial que podría brindar una utilización integrada de ambas fuentes. 

Imposibilidad o limitaciones para dar respuesta adecuada a los problemas relativos al control de crecidas e 
inundaciones y, en general, al manejo de cauces todo lo cual supone una fuerte interacción entre los diferentes 
grupos de actores que se localizan espacialmente en diferentes sectores de la cuenca. 

Abordaje sectorial en las iniciativas de explotación o transformación de recursos naturales renovables que se 
interrelacionan en el ámbito de espacios determinados lo que lleva a desarrollar iniciativas que limitan la posibili-
dad de minimizar la expresión de fenómenos como la pérdida de vegetación y de biodiversidad, la pérdida y de-
gradación del suelo, el transporte de sedimentos y el azolvamiento de cauces y embalses, el deterioro de aguas 
superficiales y subterráneas, y la degradación de los recursos costeros.  

Evolución eventualmente negativa de los balances hidrológicos de determinadas cuencas en el largo plazo que 
puede dar lugar a situaciones deficitarias potenciales como consecuencia del crecimiento del consumo y de la 
disminución de la disponibilidad o producción de agua por agotamiento de acuíferos no renovables en plazos a 
escala humana o por cambios o variaciones cíclicas negativas de largo plazo en el comportamiento del clima. 

Limitaciones de la red hidrometeorológica existente para generar información oportuna y suficiente para el desa-
rrollo de modelos hidrológicos integrados que apoyen los procesos de gestión y la investigación hidrológica.  

Fuente: Brzovic (1998) citado en Dourojeanni y Jouravlev (1999). 
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Como éstas, hay otras expectativas que se en-
cuentran a lo largo de todo el borrador de an-
teproyecto, particularmente en las normas 
transitorias, donde se establece que la Super-
intendencia dispondrá de seis meses, desde 
su entrada en funcionamiento, para dictar las 
resoluciones de concesión inicial (Gómez, 
2000).  
 
Los borradores de Ley de Tarifas y de Subsi-
dios complementan la reforma del subsector 
agua potable y saneamiento. En el caso de la 
Ley de Tarifas de Agua Potable y Alcantari-
llado, la determinación de tarifas para la pres-
tación de esos servicios en zonas urbanas, in-
terurbanas y aquellos sistemas en condiciones 
especiales, deberán guiarse por los siguientes 
principios: 
 
Eficiencia económica: este principio establece 
que las tarifas constituyan un incentivo para 
que los prestadores incrementen sus niveles 
de eficiencia en la prestación de los servicios e 
inducir a los usuarios a efectuar un uso racio-
nal de éstos, de acuerdo a los costos eficientes 
asociados a su provisión;  
 
Solidaridad: en el sistema tarifario debe permi-
tir que se establezca un esquema de subsidios 
destinado a que los usuarios que no poseen la 
capacidad de pago necesaria para cancelar las 
tarifas que se determinen de acuerdo a los 
principios anteriores, puedan tener acceso a 
un consumo básico de subsistencia por los 
servicios de agua potable y alcantarillado;14 

                                                 
14 El consumo básico de subsistencia se ha estimado en 5 
m3/mes. Con una tarifa básica de ¢ 1.83/m3 ANDA aplica un 
subsidio (equivalente al 50%) en el primer bloque de cons u-
mo de agua, que es menor a 20 m3/mes. En el siguiente 
bloque de consumo (entre 20 y 40 m3/mes), el parámetro de 
sobrecargo a la tarifa es de 1.1, en tanto que el consumo 
mayor a los 40 m3/mes tiene un parámetro de sobrecargo de 
2.75. Fuera del Area Metropolitana de San Salvador, la tarifa 
de agua tiene un parámetro de ajuste de 0.8 sobre la tarifa 
base. Con esta estructura tarifaria, ANDA financia los subs i-
dios del primer bloque, así como los de las regiones fuera 
del AMSS, a partir de los sobrecargos aplicados. Sin embar-

Equidad, este principio se interpreta en el sen-
tido de que las tarifas que paguen los usua-
rios deben estar de acuerdo al costo asociado 
a la prestación del servicio que reciben y no 
será posible establecer tarifas diferenciadas a 
no ser que existan razones de costo para ello, 
sin perjuicio del cumplimiento del principio 
de solidaridad;  
 
Autofinanciamiento: las tarifas deben permitir 
alcanzar el equilibrio económico-financiero 
de los servicios en un horizonte de largo pla-
zo. Deben ser los propios usuarios, los que 
mediante el pago por los servicios recibidos, 
permitan obtener los ingresos necesarios para 
alcanzar dicho equilibrio, sin perjuicio de los 
aportes externos que sea necesario materiali-
zar a efectos de cumplir el principio de soli-
daridad; 
 
Simplicidad: las tarifas deber ser de fácil com-
prensión y constituir señales de precio claras, 
tanto para prestadores como para usuarios. 
 
En la determinación de las tarifas, se calcula-
rían separadamente las correspondientes al 
servicio de producción y distribución de agua 
potable, a la recolección, tratamiento y dispo-
sición final de aguas servidas. Un elemento 
importante en la determinación de tarifas, 
consiste en que la Superintendencia podría 
introducir modificaciones a las fórmulas tari-
farias15 obtenidas del proceso de fijación de 

                                                                                   
go, sólo para que ANDA sea capaz de absorber sus costos, 
incluyendo el repago de sus deudas a 1998, la tarifa base 
estimada debería subir a más de ¢ 3/m3 (BID, 1998). 
15 En el caso de los servicios urbanos e interurbanos, la de-
terminación de las fórmulas tarifarias y sus mecanismos de 
indexación, se hará sobre la base del costo medio de largo 
plazo, definido como el precio unitario que, aplicado a la de-
manda proyectada dentro del horizonte de evaluación, gene-
ra los ingresos actualizados requeridos para cubrir los gastos 
anuales actualizados de explotación y administración eficien-
tes, los costos actualizados de inversión necesarios para la 
expansión óptima del servicio dentro del período correspon-
diente, un monto actualizado asociado a la obtención de una 
rentabilidad anual sobre los activos existentes en el servicio, 
valorados a su costo de reposición optimizado, y una cuota, 
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tarifas de un prestador, si ello se requiere pa-
ra la implementación de esquemas de subsi-
dios, pero en ningún caso, la aplicación de los 
subsidios podrá afectar los ingresos que debe 
obtener el prestador para lograr su equilibrio 
económico-financiero dentro del período de 
vigencia de las fórmulas tarifarias (cinco 
años). 
 
En ese contexto, la propuesta de Ley de Sub-
sidios está orientada a subsidiar únicamente 
el consumo básico de agua potable y servicio 
de alcantarillado de aguas servidas, que favo-
recería a usuarios de escasos recursos que no 
tienen la capacidad de pagar el monto total 
del servicio. Para ello, el borrador de Ley de-
fine el esquema de subsidios al servicio, de 
acuerdo a los siguiente lineamientos:  
 
Sólo podrán recibir los beneficios del subsidio 
aquellos usuarios que no tienen la capacidad 
de pago suficiente para financiar parte o la 
totalidad del costo de los servicios de agua 
potable y alcantarillado. 
 
Sólo se subsidiará el consumo básico o de 
subsistencia que tengan los usuarios elegibles. 
Cualquiera sea el monto de beneficios que 
proporcione el esquema de subsidios a los 
usuarios, no podrán existir consumos gratui-
tos. 
 
Se deberán privilegiar aquellos esquemas en 
que la aplicación del subsidio no distorsiona 

                                                                                   
también actualizada, destinada a cubrir inversiones neces a-
rias para reponer dichos activos óptimos existentes cuando 
completen su vida útil. En el caso de los servicios prestados 
en condiciones especiales, la fórmula tarifaria se determ inará 
sobre la base del costo medio de largo plazo simplificado, es 
decir aquel precio unitario que aplicado a la demanda pro-
yectada, genera los ingresos actualizados requeridos para 
cubrir el valor actualizado de los gastos anuales de explota-
ción y administración del servicio, y el valor actualizado de 
una cuota anual destinada a cubrir las inversiones neces a-
rias para reponer equipamiento e infraestructura cuya vida 
útil se complete dentro del horizonte de evaluación, el cual 
no podrá ser inferior a cinco años. 

la tarifa económica del servicio, obtenida de 
acuerdo a la aplicación de la Ley de Tarifas. 
 
Con estos criterios los nuevos marcos legales 
para la gestión de los sistemas de agua pota-
ble y saneamiento buscarían avanzar hacia la 
sostenibilidad financiera de cada sistema en sí 
mismo. Los subsidios cruzados que pudieren 
haber se limitan a un mismo sistema. ANDA 
sería un operador más en el esquema previs-
to, quedando obligada a ser una empresa fi-
nancieramente eficiente, al igual que el resto 
de operadores privados. En ese sentido, la es-
trategia de descentralización o proyecto pilo-
to que ha iniciado ANDA apunta en esa di-
rección. Una síntesis sobre los comentarios 
preparados por cuatro expertos internaciona-
les sobre la reforma del subsector agua y sa-
neamiento, se presenta en el Recuadro 6. 
 
En síntesis, plantean que el éxito de la refor-
ma dependerá principalmente de: 
 
i) Del diseño e implementación de una polí-

tica financiera, de tarifas y de subsidios 
realista para la prestación de los servicios 
que permitiría definir los objetivos y me-
tas alcanzables en un determinado perío-
do;  

ii) De la viabilidad del financiamiento de las 
instituciones del nivel central y local para 
que puedan cumplir satisfactoriamente 
las funciones que les sean asignadas;  

iii) De la mayor participación posible de los 
diferentes entes que han de tener un rol 
en el sector en las decisiones que se vayan 
tomando, incluyendo los usuarios de los 
servicios;  

iv) De la formulación e implementación de 
un plan realista de la reforma que como 
mínimo establezca acciones prioritarias, 
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plazos, responsables, costos y financia-
miento.  

 
Finalmente, también proponen que el Go-
bierno nombre un equipo de profesionales 

representativos de los diferentes entes que 
han de tener un rol en el sector para que lide-
ren el proceso y hagan el seguimiento a la 
implementación de un plan de reforma del 
subsector (Dianderas, 2000). 

Recuadro 6:  
Comentarios a la reforma del subsector agua potable y saneamiento de El Salvador 

 
El sector agua potable y saneamiento de El Salvador atraviesa por una aguda crisis caracterizada por una baja cober-
tura de los servicios, cuya frecuencia es intermitente y su calidad no siempre cumple con normas mínimas. Además 
las entidades que prestan el servicio son financieramente débiles por cuanto las tarifas no cubren los costos de los 
servicios, lo cual les imposibilita generar los recursos para la oportuna expansión y su adecuada operación. Además, 
no hay participación de los usuarios y municipalidades en los procesos de decisión y gestión de los servicios. Sobre la 
base de la propuesta de Ley Marco del Subsector Agua Potable y Saneamiento, así como la orientación en el manejo 
de tarifas y subsidios, se han planteado los siguientes comentarios: 

El anteproyecto de Ley no incluye la política de financiamiento de las inversiones, de tarifas y de subsidios que son 
elementos fundamentales para la reforma del sector: Esta ausencia es una vacío muy importante que compromete el 
éxito de la reforma del subsector. Solamente teniendo en claro esta política se podrán definir los objetivos de desarro-
llo y metas a alcanzarse en el nivel nacional y local dentro de un plazo determinado (por ejemplo de cinco años), así 
como la viabilidad de implementar las reformas institucionales que se propongan. A manera de ejemplo, si un objetivo 
de desarrollo es lograr la sostenibilidad de los servicios en el largo plazo, habría que considerar en el anteproyecto los 
mecanismos, incentivos o instrumentos que asegurarán a los proveedores de los servicios los recursos financieros 
para cubrir los gastos de funcionamiento, mantenimiento e inversiones de capital. A su vez, si el incremento en el ac-
ceso a los servicios de agua de la población no servida fuese un objetivo de desarrollo, habría que considerar igual-
mente los mecanismos, incentivos o instrumentos para que esto ocurra. La política financiera así definida, permitiría 
apoyar el cambio y reformas deseadas y no simplemente continuar con construcciones de obras. 

El marco institucional propuesto no es claro en lo referente a los roles del gobierno central y de los gobiernos locales: 
Según la propuesta de Ley, las autoridades municipales no tendrían ni voz ni voto en las decisiones de la Superinten-
dencia, ni en la gestión de los servicios en sus respectivas localidades. De igual manera, el marco institucional no es-
pecifica claramente los roles del sector público y del sector privado en el desarrollo del sector. 

El anteproyecto debiera contemplar un amplio rango de opciones institucionales para la prestación de los servicios: La 
opción aplicable en cada caso sería seleccionada de acuerdo con condiciones mínimas a establecer, el interés de las 
municipalidades y el interés de los empresarios nacionales y extranjeros en proveer el servicio. Además, el antepro-
yecto no reconoce las limitaciones en la capacidad de gestión de los municipios pequeños y medianos que se podrían 
beneficiar de las economías de escala y de recursos financieros, si se agruparan. Los problemas que caracterizan al 
subsector aquejan particularmente a ANDA, por ello, es necesario que se discuta y aclare si la reforma propuesta es-
taría resolviendo la problemática del subsector o la problemática de ANDA. 

El anteproyecto concentra las reformas del subsector principalmente en la creación de un organismo de regulación:  Es 
necesario elaborar un programa realista de entrada en operaciones y desarrollo gradual de la Superintendencia (por 
ejemplo para los primeros dos años). En esto, es necesario analizar la viabilidad de crear una Comisión Reguladora 
constituida por tres personas representativas de varios sectores, en vez de la Superintendencia propuesta. Una de 
estas personas podría ser un representante propuesto por los municipios y nombrado por la Asamblea Legislativa. 

El anteproyecto no contempla claramente las “reglas del juego” que serán válidas para el ámbito rural: Posiblemente, 
lo más importante a este ámbito no está contemplado en el anteproyecto, y es lo referente a ¿cómo lograr la sostenibi-
lidad de los servicios?; ¿cuál es el arreglo institucional que se prevé para el planeamiento y soporte técnico?; ¿cuál 
sería el costo y cómo se financiaría?; ¿cuáles serían las alternativas de organización para la gestión de los servicios 
estableciendo las condiciones mínimas aceptables?; ¿cómo y quién fijaría las tarifas?; ¿quién las aprobaría?; cuáles 
serían los roles del gobierno central y local?; ¿cuáles deberían ser esos roles, tomando en cuenta las implicaciones de 
capacidades requeridas, costos y oportunidades?; y ¿cómo buscar soluciones técnicas integrales para lograr bajar los 
costos de operación de los sistemas rurales?.  

Fuente: Elaborado en base a Dianderas (2000). 
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El proyecto piloto para El proyecto piloto para descentralizar descentralizar 
sistemas de agua y saneamiesistemas de agua y saneamienntoto   
 
Como parte del proceso de reforma del sub-
sector agua potable y saneamiento, ANDA ha 
ejecutado acciones piloto de descentralización 
que buscan transferir la gestión de sistemas 
de abastecimiento de agua potable.  
 
Los modelos promovidos para la gestión de 
sistemas incluyen la participación de gobier-
nos locales, de la sociedad civil y del sector 

privado (Ver Tabla 1). Las diferentes modali-
dades de gestión impulsadas por ANDA bus-
can conocer las bondades y restricciones que 
enfrentarían distintos tipos de operadores ba-
jo el eventual marco normativo del subsector, 
que forma parte de la reforma.  
 
No obstante haberse iniciado este proceso de 
identificación de modalidades y arreglos ins-
titucionales para la gestión de los sistemas de 
agua potable y saneamiento actualmente ad-
ministrados por ANDA, el marco institucio-

Tabla 1:  
Modalidades de gestión de sistemas de agua potable promovidas por ANDA 

Modalidad  Administrador Participación comunitaria Regulación 
Empresa municipal des-
centralizada  

Creación de una empresa mu-
nicipal descentralizada, que 
opere con flexibilidad técnica, 
financiera y administrativa re-
querida para la prestación de 
servicio de agua potable y al-
cantarillado sanitario 

Permite espacios de amplia 
participación ciudadana 
privilegiando gestiones 
transparentes 

Empresas somet idas 
al régimen de audito-
rias aplicables a los 
municipios y audito-
rias complementa-
rias por parte de 
ANDA 

Empresas sociedad de 
economía mixta 

Funcionaría de manera similar 
a las empresas municipales 
descentralizadas con la dife-
rencia de que para pertenecer 
a la dirección debe de ser so-
cio, es decir, propietario de 
acciones 

Los usuarios atendidos por 
el sistema de abasteci-
miento pueden optar por 
comprar acciones y perte-
necer a la sociedad 

Serán supervisadas 
bajo la autoridad de 
ANDA 

Administración por aso-
ciaciones sin fines de 
lucro 

Será responsable de asumir la 
administración en la prestación 
de los servicios de acueductos 
y alcantarillados 

La comunidad puede ser 
miembro de la asociación 
sin fines de lucro, legal-
mente constituidos para 
suscribir un convenio de 
delegación de funciones, 
con ANDA 

Se somete a una 
serie de condiciona-
lidades de control y 
regulación para me-
jorar la calidad del 
servicio 

Juntas rurales de agua Manejo del sistema a través 
de la autogestión comunitaria, 
siendo el rol de ANDA de es-
tablecer el marco jurídico, 
brindar asistencia técnica y 
apoyos en la gestión de recur-
sos 

Formación de las juntas 
directivas mediante asam-
bleas abiertas y se pro-
mueve la importancia de la 
participación de las muje-
res para la autogestión del 
sistema 

Bajo este modelo se 
brinda la asistencia 
técnica necesaria y 
se realiza el trabajo 
de monitoreo y eva-
luación de resultados 

Administración de siste-
mas por empresas priva-
das 

Administración del sistema 
logrando altos niveles de efi-
ciencia y rentabilidad financie-
ra 

La población usuaria valore 
y de manera objetiva ex-
prese su aceptabilidad o 
rechazo a este modelo 

Excelente oportuni-
dad para que el pa-
pel regulador del 
estado se desarrolle, 
ajuste y optimice 

Administración de siste-
mas por municipalidades 
de forma directa 

Podrán prestar los servicios 
públicos de forma directa 
creando entidades descentra-
lizadas con o sin autonomía 

Controlar la calidad del 
servicio ante denuncias y 
quejas hacia la municipali-
dad 

La municipalidad es 
responsable del 
mantenimiento y 
atención de los 
usuarios 

Fuente: ANDA (2000b) 
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nal propuesto para regular al subsector agua 
y saneamiento prácticamente ignora la exis-
tencia de las modalidades promovidas por 
ANDA.  
 
Sin embargo, la propuesta de reforma del 
subsector agua potable y saneamiento (y del 
sector recursos hídricos) ha generado una di-
námica y debate importantes en el país. Ante 
las implicaciones derivadas de las reformas, 
diferentes actores han promovido estrategias 
de discusión y análisis fuertemente vincula-
dos con los actuales compromisos de brindar 
a la población los servicios de abastecimiento 
de agua potable, tal es el caso de la Red de 
Agua y Saneamiento de El Salvador y la Red 
de Desarrollo Local. 
 
Por su parte, la Corporación de Municipali-
dades de El Salvador (COMURES), plantea 
que la descentralización debe considerarse 
dentro de una estrategia y visión de largo 
plazo sobre la gestión de sistemas de agua 
potable, de los recursos hídricos y de lo am-
biental, los cuales forman parte de los seis 
temas estratégicos que fueron aprobados du-
rante el XVI congreso de las municipalidades.  
 
Como lo plantea COMURES, la descentraliza-
ción debe concebirse como un proceso gra-
dual pero integral, donde además de las res-
tricciones vinculadas con la disponibilidad de 
recursos y capacidades, está la necesidad de 
reestructurar los marcos tradicionales de 
competencias, de poder y de ejercicio central-
municipal. En ese marco, la reforma del sub-
sector agua potable y saneamiento supone 
abrirse a la innovación y a la necesidad de in-
corporar aquellas iniciativas que parten de la 
realidad de cada municipalidad (RDL-
RASES-ANDA-EHP-RTI-USAID, 2000). 
 
Si bien hay un claro y generalizado conven-
cimiento de que la reforma del sector hídrico 

y del subsector agua potable es necesaria y 
urgente, la orientación y enfoque todavía dis-
tan mucho de estar suficientemente acorda-
dos. Los temas de participación privada en la 
provisión de servicios de agua potable y la 
descentralización parecieran ser enfoques to-
davía encontrados y no existe suficiente con-
senso alrededor de los mismos. 
 
El intento de reforma y la ausencia de El intento de reforma y la ausencia de 
una política de recursos hídricosuna política de recursos hídricos  
 
Tal como se ha visto, el intento de reforma 
tiene como punto de partida los desafíos pro-
pios del subsector agua potable y saneamien-
to y de sobremanera, la orientación de la re-
forma obedece a ello. Sin embargo, como está 
planteada, la reforma está perdiendo la opor-
tunidad de avanzar hacia una orientación es-
tratégica más integral, que además de obede-
cer a los desafíos propios del subsector agua y 
saneamiento, siente las bases para enfrentar la 
problemática de la contaminación, de la pro-
tección y conservación del recurso, así como 
de incorporar y aprovechar valiosas iniciati-
vas locales y nacionales de gestión de recur-
sos hídricos. 
 
La decisión de mantener al margen de la re-
forma del sector hídrico a instituciones gu-
bernamentales claves en la gestión del agua, 
como los Ministerios de Medio Ambiente y 
de Agricultura y Ganadería, denotan en parte 
la fragmentación de la reforma. 
 
En efecto, a pesar que el Ministerio de Medio 
Ambiente está inmerso en un proceso de 
construcción institucional con mecanismos y 
marcos normativos para la gestión del agua, 
que incluye cuencas hidrográficas, ello no se 
refleja en el contenido y orientación de la re-
forma del sector hídrico. 
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Por su parte, los esfuerzos y lecciones acumu-
ladas en el marco de proyectos de manejo de 
suelos y agua en territorios y/o cuencas espe-
cíficas, simplemente no se visualizan como 
procesos capaces de aportar elementos de re-
levancia institucional para la reforma del sec-
tor hídrico. 
 
Este contexto evidencia la ausencia de una 
política de recursos hídricos. Sin embargo, 
vinculada a la Política Nacional de Medio 
Ambiente, el Ministerio de Medio Ambiente y 
Recursos Naturales cuenta con propuestas 
concretas para avanzar hacia la formulación 
de una política de recursos hídricos. Basándo-
se en principios mundialmente aceptados pa-
ra la gestión del agua (Callejas y otros, 
1999),16 se ha propuesto que la política de re-
cursos hídricos en El Salvador se oriente 
hacia: 
 
• Lograr una disponibilidad eficiente, pro-

piciando un desarrollo sostenible de los 
recursos hídricos; 

• Garantizar la protección de recursos hídri-
cos de zonas acuíferas y de recarga; 

• Lograr el aprovechamiento sostenible de 
los recursos; 

• Implementar y consolidar una reforma 
organizacional e institucional del sector 

 
Consideraciones finalesConsideraciones finales  
  
Tal como está planteada, la reforma del sector 
hídrico pareciera reducirse a la institucionali-
zación de las concesiones de derechos de uso 
del agua y de los sistemas públicos de agua y 
saneamiento, sin mayores preocupaciones por 

                                                 
16 I) El agua es un componente esencial para el equilibrio de 
la vida; ii) desarrollar un enfoque integrado de los recursos 
hídricos; iii) desarrollar un enfoque participativo y de dom inio 
público; y iv) gestionar el agua como un bien económico. 

los límites y desafíos socio-ambientales del 
agua en el país. 
  
El intento gubernamental de reforma del sec-
tor hídrico ha derivado en una suerte de mar-
ginación de las preocupaciones ambientales y 
sociales propias del sector hídrico. Al haberse 
otorgado el liderazgo del proceso de reforma 
del sector hídrico casi exclusivamente a AN-
DA, el Ministerio de Medio Ambiente ha es-
tado prácticamente ausente, a pesar de estar 
inmerso en una fase importante de construc-
ción de marcos normativos y de políticas que 
incluyen aspectos directamente vinculados 
con la gestión del agua y de cuencas hidro-
gráficas. 
 
El interés de promover el manejo de cuencas 
hidrográficas de parte de varios actores 
(cooperación externa, ONG’s, sector privado, 
e instituciones gubernamentales) todavía no 
se encuentra con la propuesta de reforma del 
sector hídrico, a pesar de constituir dimen-
siones que deberían complementarse entre sí, 
bajo esquemas y visiones de gestión integrada 
de recursos hídricos.  
 
Por la manera en que estos procesos avanzan, 
reproducen y repiten fallas recurrentes de 
gestión fragmentada del agua en el país, a pe-
sar que los proyectos y procesos que tienden 
a incorporar la cuenca como unidad básica de 
planificación están teniendo impactos y di-
námicas locales importantes que pueden po-
tenciar significativamente esquemas de ges-
tión integrada de los recursos hídricos del pa-
ís. 
 
En el caso del subsector agua potable y sa-
neamiento, si bien hay una clara orientación 
en el enfoque gubernamental de privilegiar 
esquemas de gestión con participación del 
sector privado, como estrategia de moderni-
zación del subsector, existe una parte impor-
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tante de sistemas que claramente requieren 
de marcos institucionales distintos de gestión.  
 
Nos referimos a la existencia de importantes 
procesos locales de construcción de capacida-
des de gestión, que en las condiciones actua-
les, a pesar de adolecer de una serie de pro-
blemas, han sido capaces de evolucionar 
dando paso a la búsqueda de arreglos y es-
quemas de gestión en el plano local. 
 
Por esta razón, es necesario avanzar hacia la 
construcción de un marco institucional inclu-
yente que potencie y fortalezca esas diversas 
modalidades de manejo, sobre todo conside-
rando que es necesario ampliar la cobertura 
de los servicios de agua y saneamiento, don-
de será imprescindible abrir espacios para la 
construcción de arreglos novedosos, partici-
pativos y eficientes para la construcción y 
operación sostenible de sistemas de agua. Es-
to es sumamente estratégico de cara a la etapa 
de reconstrucción post-terremotos, donde la 
rehabilitación de sistemas de agua y sanea-
miento como su manejo, seguramente reque-
rirá de la conjugación de capacidades de los 
actores e instituciones locales para garantizar 
una gestión eficiente. 
 
Finalmente, las dimensiones y complejidades 
para una gestión integrada del agua en El 
Salvador, requiere un consenso mínimo, que 
todavía el país no posee, y que debería consti-
tuir la base sobre la cual el país avance hacia 
la construcción de una institucionalidad más 
amplia e incluyente, capaz de potenciar las 
oportunidades emergentes en los ámbitos lo-
cales y nacionales y de los distintos sectores y 
actores involucrados con las múltiples di-
mensiones que supone la gestión del agua. 
Esto constituiría una plataforma sustancial-
mente útil para avanzar hacia la gestión inte-
grada del agua en El Salvador, en donde las 
distintas funciones de este recurso se vean 

simultáneamente abordadas. La legislación 
del agua es fundamental, ya que provee la 
base para la intervención y acción del gobier-
no y establece el contexto para la acción de los 
distintos actores, pero debe estar acompañada 
por marcos estratégicos y de políticas cohe-
rentes. 
 
Desde esa perspectiva y a la luz de recomen-
daciones propuestas por la Asociación Mun-
dial para el Agua (2000), la reforma hídrica y 
la ley de aguas para El Salvador, deberían ins-
titucionalizar: 
 
• Un enfoque balanceado entre objetivos 

económicos, la protección de la calidad del 
agua, de los ecosistemas que forma parte y 
de los beneficios y bienestar públicos; 

• Una política nacional de recursos de agua 
que supere las divisiones sectoriales y que 
considere el agua como un recurso priori-
tario para satisfacer necesidades humanas 
básicas y para la protección de ecosiste-
mas; 

• Garantizar que las decisiones de desarro-
llo estén basadas en evaluaciones econó-
micas, medioambientales y sociales cohe-
rentes; 

• Procurar el empleo de herramientas eco-
nómicas modernas y participativas, donde 
y cuando sean necesarias; 

• Garantizar los derechos de agua que per-
mitan la inversión privada y comunitaria, 
así como mecanismos de participación en 
el manejo del agua. 

• Controlar el acceso monopólico al agua en 
bruto y a los servicios de agua y prevenir 
daños a terceros; 

 
Finalmente, los consensos mundiales más 
importantes sobre la gestión del agua, como 
los Principios de Dublín, constituyen marcos 
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de referencia para una gestión mucho más 
integral, en los cuales se ha reconocido que el 
agua debe gestionarse como un recurso finito 
y vulnerable; que el agua tiene una función 
social; que las mujeres desempeñan un papel 
central en el aprovisionamiento, gestión y 
protección del agua; y finalmente, que el agua 
también tiene un valor económico. Por lo de-
más, estas múltiples funciones del agua tam-
bién constituyen referencias relevantes para 
evaluar los avances institucionales para la 
gestión del agua en El Salvador. zz  
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